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Bogotá D.C. octubre de 2022

Doctor,

JAIME LUIS LACOUTURE

Secretario General

Cámara de Representantes

Ciudad

Referencia: radicación Proyecto de Ley. 

Respetado secretario. 

Presentamos a consideración de la Cámara de Representantes el Proyecto de Ley ___ de 2022 “por medio de la cual se garantiza el acceso al servicio público esencial de internet fijo en los estratos residenciales 1 y 2 y se dictan otras disposiciones”, iniciativa legislativa que cumple las disposiciones de la normatividad vigente.
Agradecemos surtir el trámite correspondiente.

Se anexan 4 copias del proyecto en medio físico y una copia en medio magnético. 
Cordialmente, 

ALFREDO APE CUELLO BAUTE
                  LIBARDO CRUZ CASADO

Representante a la Cámara

       Representante a la Cámara


            
PROYECTO DE LEY NÚMERO ____ DE 2022 CÁMARA
“POR MEDIO DE LA CUAL SE GARANTIZA EL ACCESO AL SERVICIO PÚBLICO ESENCIAL DE INTERNET FIJO EN LOS ESTRATOS RESIDENCIALES 1 Y 2 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”
El Congreso de Colombia
DECRETA:
Título I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1°. Exhórtese al Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, a garantizar el acceso, uso y apropiación del servicio público esencial de internet fijo en las familias de los estratos residenciales 1 y 2, reconociendo un mínimo vital gratuito que permita cerrar la brecha digital especialmente en beneficio de la población en situación de pobreza, vulnerabilidad y en zonas rurales y apartadas del país.
Artículo 2°. Se entenderá como mínimo vital de internet fijo, la cantidad de señal mínima que requieren en el mes las familias de estratos residenciales 1 y 2, para satisfacer las necesidades básicas de acceso a la información, la comunicación, el conocimiento, la interconexión y el trámite de servicios. 
El mínimo vital de internet fijo, deberá garantizar: 

A) Conectividad a una red. 

B) Suficiente Velocidad (kilobytes), capacidad (GB) y latencia (milisegundos-ms), para el desarrollo de actividades ciudadanas de información, expresión, comunicación, cultura, educación, teletrabajo y trámite de servicios. 

C) Acceso a un dispositivo o terminal que les permita a los beneficiarios conectarse a la red. 

D) Disponibilidad de procesos de formación que les permitan a las personas la apropiación social de las TIC.

Parágrafo: Dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente Ley, el Ministerio de las Tecnologías de la Información y las comunicaciones, establecerá la cantidad de señal mínima que requieren en el mes las familias de estratos residenciales 1 y 2, y actualizará anualmente la capacidad, conforme a parámetros técnicos internacionales. 
Artículo 3°. El mínimo vital de internet se financiará con la destinación del valor de un segundo por cada plan prepago de los planes de datos y el valor de tres segundos por cada plan pospago de los planes de datos comercializados en el país. 
El monto de estos recursos serán parte del fondo único de las tecnologías de la información y las comunicaciones y serán de destinación exclusiva para la financiación del mínimo vital de internet. Las empresas que presten servicios de telecomunicaciones trasladaran este valor al Fondo de manera mensual.
Artículo 4°. Los prestadores del servicio de telecomunicaciones, en ningún caso podrán abstenerse de prestar el mínimo vital de internet a los usuarios que tengan derecho al mismo.
Artículo 5°. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, las empresas de telecomunicaciones, el Ministerio de Educación y la Comisión de Regulación de Comunicaciones y Sistema de Medios Públicos - RTVC, ejecutara campañas pedagógicas sobre el consumo efectivo de datos, priorizando a las familias beneficiarias de la presente Ley.
Artículo 6°. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en cumplimiento de las leyes 1341 de 2009 y 2108 de 2021 y demás normas aplicables, definirá una estrategia de ampliación de cobertura y de oferta para la conectividad de manera participativa. Dentro de la estrategia de conectividad formulará de forma progresiva acciones que permitan ampliar y mejorar la cobertura de servicios de internet, facilitar el acceso abierto a través de puntos de conectividad pública y de acceso libre en espacios públicos siguiendo criterios de proximidad, y focalizar programas para llevar el servicio de internet a grupos poblacionales en situación de pobreza o vulnerabilidad, atendiendo a sus características y necesidades. 

Artículo 7°. La presente Ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

ALFREDO APE CUELLO BAUTE
                  LIBARDO CRUZ CASADO

Representante a la Cámara

       Representante a la Cámara


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Proyecto de ley N° ___ de 2022 Cámara

“POR MEDIO DE LA CUAL SE GARANTIZA EL ACCESO AL SERVICIO PÚBLICO ESENCIAL DE INTERNET FIJO EN LOS ESTRATOS RESIDENCIALES 1 Y 2 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

I. Justificacion. 

Algunas de las dispociciones del proyecto de ley objeto de estudio han sido radicadas y discutas en varias oportunidades en el Congreso de la Republica. Iniciativas radicadas e impulsadas por varios congresistas del partido verde, sin embargo se han archivado. El primer proyecto fue radicado en el periodo legislativo 2019 -2020 siendo autor el Representante León Fredy Muñoz, y fue archivado en el primer debate en la Comision Sexta de la Cámara de Representantes, el segundo proyecto fue radicado en la legislatura 2020 – 2021 por el mismo Honorable Representante León Fredy Muñoz, sin emabrgo, se volvió archivar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 190 de la Ley 5° de 1992. 
Asi las cosas, se radica no la misma iniciativa propuesta por los honorables congresistas del partido verde, pero se acogen algunas disposiciones alli propuestas, siendo el objeto general de la iniciativa, garantizar el acceso, uso y apropiación del servicio público esencial de internet fijo en las familias de los estratos residenciales 1 y 2, reconociendo un mínimo vital gratuito que permita cerrar la brecha digital especialmente en beneficio de la población en situación de pobreza, vulnerabilidad y en zonas rurales y apartadas del país.      
Asi las cosas, la importancia del proyecto radica en que el Internet es hoy una herramienta crucial para potenciar la calidad de vida de las personas, permitiendo interacciones descentralizadas y sin límite de fronteras. En efecto, constituye un medio para el ejercicio de otros derechos humanos. El derecho a la información, los derechos de reunión y asociación, los derechos civiles y políticos, el derecho a la educación, el derecho a participar en la vida cultural, el derecho a la salud, entre otros. 
Pese a la importancia de este servicio, que en Colombia ya fue catalogado como servicio público esencial, en virtud de la Ley 2108 de 2021, la brecha en Colombia es preocupante, pues solo el 56,5% de los hogares en Colombia tiene acceso a internet y las zonas rurales del país se siguen llevando la peor parte, pues solo el 23,8% de los hogares en esos territorios tiene acceso a internet. Así las cosas, los territorios que cuentan con mayor acceso a internet, son Bolívar, Valle, Bogotá, Risaralda y Santander y los departamentos con mayores deficiencias, son Chocó, Vichada y Vaupés.

Igualmente, cifras del DANE demuestran que a 2021 la brecha digital todavía persiste y pese a que se apuesta por una disminución de la mismo año a año, la realidad es contaría, pues de acuerdo con el departamento estadístico, las actividades relacionadas con las telecomunicaciones tuvieron un crecimiento de 0,5%, durante el 2020, mientras que en 2019 ese incremento fue de 5,3%.  Situaciones que demuestran el incremento de la vulnerabilidad y la desigualdad persistiendo en la exclusión de muchos. 
Así las cosas, se propone adoptar como política nacional el mínimo vital de internet en los estratos más vulnerables y que por su condición de pobreza extrema y moderada se han visto afectadas por la falta de este servicio público. Esto, teniendo en cuenta el concejo de Bogotá y Medellín ya han aprobado los proyectos de acuerdo que promueven de manera progresiva la obligación de garantizar dicho mínimo vital, 
II. Fundamento Constitucional. 
· El artículo 20 constitucional, establece que se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación. 

Al respecto, la Corte Constitucional en Setencia T – 391 de 2007, argumenta, (…) “La principal justificación para conferir a la libertad de expresión una posición central dentro de los regímenes constitucionales contemporáneos es que, mediante su protección, se facilita la democracia representativa, la participación ciudadana y el autogobierno por parte de cada nación. Este argumento subraya que la comunicación y el libre flujo de informaciones, opiniones e ideas en la sociedad es un elemento esencial del esquema de gobierno democrático y representativo, por lo cual la libertad de expresión, al permitir un debate abierto y vigoroso sobre los asuntos públicos, cumple una función política central” (…).
· El articulo 67 constitucional, reconoce que la educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura.
Así, la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T - 030 de 2020 ha establecido que (…) “el internet es un servicio público que permite alcanzar algunos de los fines de la educación enunciados en la Constitución (Art. 67) y la Ley 115 de 1994 (Art. 5). Por ejemplo: el fomento de la investigación; el acceso a la ciencia y la tecnología; el fortalecimiento del avance científico y tecnológico; la formación en la práctica del trabajo, mediante los conocimientos técnicos y habilidades, así como en la valoración del mismo como fundamento del desarrollo individual y social y, la promoción en la persona y en la sociedad de la capacidad para crear, investigar, adoptar la tecnología que se requiere en los procesos de desarrollo del país y le permita al educando ingresar al sector productivo” (…). 
· El artículo 365 constitucional, prescribe que Los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional.

Los servicios públicos estarán sometidos al régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares. En todo caso, el Estado mantendrá la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios.
Pese a que la legislación colombiana ya consagra dentro de los servicios públicos de telecomunicaciones el acceso a internet como uno de carácter esencial, con el fin de promover la universalidad y garantizar la prestación del servicio de manera eficiente y permanente, el factor económico sigue siendo el más común para que la población que en razón a su condición social o étnica que se encuentran en situación vulnerabilidad, sigan sin tener acceso a internet, razón por la cual se considera que el Gobierno Nacional debe aunar esfuerzos para eliminar las barreras de acceso a internet y cerrar la brecha digital. 
III. Conflicto de intereses:
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, que modifica el artículo 291 de la Ley 5 de 1992, disposición por medio de la cual se le imparte a los autores y ponentes la obligación de presentar en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, me permito argumentar que: 

Para que se configure el conflicto de interés es necesario que exista un beneficio particular, actual y directo a favor del congresista. Sobre este punto, la Ley 2003 de 2019, determina:

a) Beneficio particular: Aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se encuentre formalmente vinculado.

b) Beneficio actual: Aquel que efectivamente se configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión. 

c) Beneficio directo: Aquel que se produzca de forma específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil.

Ese interés, con tales características, ha de ser particular, pues si se tratara del interés general, común a todos, resultaría que los congresistas, todos ellos, en todos los casos, se encontrarían en situación de conflicto. La situación de conflicto resulta, pues, del asunto o materia de que se trate, de las particulares circunstancias del congresista o su cónyuge o compañero o compañera permanente, sus parientes o sus socios, y de su conducta, en cada caso.

“…si el interés se confunde con el que asiste a todas las personas o a la comunidad en general, en igualdad de condiciones, no existe conflicto, pues en tal caso estaría actuando en interés de la colectividad y no en el suyo propio”
.

En virtud de lo anterior, es dable argumentar que frente al proyecto de ley objeto de estudio, se encuentran en conflicto de intereses los congresistas que, al momento de discutir y votar el proyecto, tengan participación accionaria en empresas de telecomunicaciones o su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. Igualmente, los parientes dentro de ese grupo que se encuentren laborando en empresas del sector y finalmente quienes hayan recibido un aporte directo para la financiación de sus campañas.  

En la misma línea, la Honorable Corte Constitucional en Sentencia C -1056/12, ha argumentado en lo que atañe específicamente a la situación de los miembros del Congreso, que de conformidad con el numeral 1° del artículo 183 de la Constitución, para que se hagan acreedores a la pérdida de investidura, se ha requerido la presencia de cuatro elementos, unos objetivos y otros subjetivos, a saber: 

“(…)1) La participación efectiva del parlamentario en el procedimiento legislativo o en los mecanismos de control; 2) la existencia cierta y demostrable, que de la aprobación de una determinada ley se derivan beneficios morales o económicos para el congresista, sus familiares o sus socios; 3) que el beneficio que persiga o se obtenga con la ley no puede ser catalogado como general, sino de carácter particular, y 4) que el congresista tenga la intención de beneficiar a sus familiares, a sus socios o a sí mismo”(…). (SUBRAYADO FUERA DE TEXTO).

Así mismo, “…Para que se configure la causal de pérdida de investidura es necesario haber conformado el quórum o haber participado el congresista en el debate o votación del asunto”. SI EL CONGRESISTA SE RETIRA Y NO VOTA, NO SE CONFIGURA LA CAUSAL.
Cordialmente, 

ALFREDO APE CUELLO BAUTE
                  LIBARDO CRUZ CASADO
Representante a la Cámara

       Representante a la Cámara

1Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 10 de noviembre de 2009, radicado No. FI. 01180-00 (Concejera Ponente: Martha Teresa Briceño de Valencia).
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